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Acta N° 54 de febrero 6 de 2017
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte accionante contra la sentencia del 30 de noviembre último, proferida por el Juzgado Segundo de Familia local, en esta acción de tutela que Gustavo Valencia Muñoz, promovió contra COLPENSIONES.
  



ANTECEDENTES
  



Acudió el demandante, en su propio nombre, en procura de la protección de sus derechos fundamentales “a la vida, dignidad humana, seguridad social, … mínimo vital y salud”, que estima lesionados por la parte accionada.

  



Expuso, en resumen, que cuenta 67 años de edad; fue calificado con un porcentaje de pérdida de capacidad laboral de 74.57% con fecha de estructuración del 11 de diciembre de 2010; previa solicitud, mediante acto administrativo de Colpensiones le fue negada la pensión de invalidez con el argumento de que no cumple con el requisito de 50 semanas en los 3 últimos años anteriores a la fecha de estructuración y a la luz de la normativa vigente no tiene ese derecho; pero el máximo órgano en materia laboral, en materia de pensiones aplica lo prevenido en el artículo 53 de la CN, relacionado con la condición más beneficiosa y a ello acude en pro del reconocimiento prestacional del caso, pues, sus actuales condiciones de salud son catastróficas y tiene un total de 433 semanas cotizadas durante su vida laboral, 257 de ellas, antes de 1994.

 


Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados , y como consecuencia de ello, que se ordene a Colpensiones el reconocimiento de la pensión de invalidez con el correspondiente retroactivo.
 



El Juzgado de primer grado admitió el libelo frente a la Gerencia Nacional de Reconocimiento de la administradora de pensiones y le corrió traslado por el término de 2 días. Se pronunció el vicepresidente jurídico y secretario general de la entidad, quien realzó el carácter subsidiario de la acción de tutela; que el acto administrativo del que se duele el accionante, fue proferido bajo las razones debidamente fundamentadas y atañederas al caso concreto y que no es competencia del juez constitucional realizar un análisis de fondo frente a un reconocimiento como el pretendido.




Sobrevino la sentencia que declaró la improcedencia del reclamo, en la que previo recuento jurisprudecial sobre la materia, se destacó que el interesado no agotó los recursos que la vía gubernativa le concede; que sin desconocer su estado de salud, y sumado al punto en cita se tiene que ante el considerable perido transcurrido desde la negativa de su solicitud hasta la fecha de promoción de la acción de tutela, caen en el vacío los argumentos plasmados sobre la posible vulneración de derechos, teniendo en cuenta la situación de daño inminente que rodea a esta vía constitucional, y que su edad no alcanza la de la expectativa de vida señalada por el DANE que es tenida en cuenta en estos casos.




Impugnó el interesado, para indicar que no es la vía ordinaria laboral, la apropiada para su reclamo, pues así lo tiene definido la jurisprudencia de la Corte Constitucional, y realzó su condiciones de discapacidad y estado de salud.
CONSIDERACIONES

  



La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

En el caso concreto, Gustavo Valencia Muñoz, quien actúa en su propio nombre, dirigió su reclamo contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES e invocó la vulneración de los derechos fundamentales arriba señalados con el fin de que se resuelva favorablemente su petición de reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, desechada por no acreditar la exigencia legal mínima de semanas cotizadas para el efecto.

Solicitud que fue declarada improcedente en primera instancia, por cuanto una demanda de esta naturaleza no ha sido establecida para solucionar situaciones de carácter económico, sumado al hecho de que el interesado cuenta con otros mecanismos de defensa judicial y desechó los que pudo proponer contra el acto administrativo; además, no advirtió la incursión de un perjuicio irremediable por el lapso considerable que transcurrió entre la negativa a esa prestación y la promoción de esta de esta demanda.

La Sala avalará la final resolución, en cuanto se han desestimado las pretensiones elevadas, pero la modificará para negar las mismas, acorde con las razones que aquí se señalarán.
Es oportuno reseñar que, cuando se trata de asuntos como el que nos ocupa y atendiendo los argumentos traídos por el Juzgado, vasta ha sido la jurisprudencia de la Corte Constitucional, con apego a lo que el mismo Decreto 2591 de 1991 prevé sobre el particular en su artículo 9º acerca del agotamiento opcional de la vía gubernativa, en el sentido de que no es un requisito de procedibilidad para acudir a un amparo de esta estirpe, tal cual se recordó en la reciente sentencia SU 442 de 2016. 
Ahora bien, el hecho de que el accionante no tenga la edad referida a la expectativa de vida para el efecto prestacional solicitado, cae por su propio peso, como quiera que se trata de una persona declarada inválida, cuestión que se antepone a aquella y torna menos estricto en análisis de los requsitos de procedibilidad (subsidiariedad e inmediatez) de la acción. 

Lo primero, porque aunque está decantado que la acción de tutela es improcedente, por regla general, para reclamar prestaciones de tipo laboral, tratándose de una persona de especial protección, como lo es el demandante por su estado de invalidez, la valoración debe ser diferente, para permitirle que, por esta vía, se analice si tiene o no derecho a la pensión que reclama. Y lo segundo, porque si bien debe proponerse la acción en un término razonable, para ese grupo de personas, hay mayor flexibilidad en el manejo del tiempo para recurrir ante el juez constitucional. 
De manera que, dando por superados los requisitos de procedibilidad de la acción, es del caso entrar al estudio de fondo de la cuestión. En este sentido, siguiendo de cerca las últimas orientaciones de la Corte Constitucional sobre el reconocimiento de la pensión de invalidez por este excepcional camino, cuando se trata de un sujeto de especial protección
, también recientemente
 se recordaron las: 

Reglas constitucionales para garantizar el derecho a la pensión de invalidez en los casos de enfermedad crónica, degenerativa o congénita, cuando la pérdida de la capacidad laboral es progresiva. 
Conforme a lo señalado en precedencia, el régimen legal para acceder a la pensión de invalidez se encuentra prescrito en el artículo 1º de la Ley 860 de 2003. La norma dispone que tendrá derecho a la pensión de invalidez la persona que sea declarada inválida, por enfermedad o por accidente, y que “haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración.”
. La norma señala que el término para completar las cincuenta (50) semanas requeridas, se cuenta a partir de la fecha de estructuración de la invalidez, es decir, del momento a partir del cual la persona ha perdido la capacidad de laborar en tal grado, que le es imposible seguir cotizando al Sistema. La determinación de cuándo se tiene una pérdida de capacidad relevante para efectos pensionales, se establece a través del dictamen médico que realizan las Juntas Calificadoras de Invalidez.

Ahora bien, cuando se trata de accidentes o de situaciones de salud que generan la pérdida de capacidad de manera inmediata, la fecha de estructuración de la invalidez coincide con la fecha de la ocurrencia del hecho; sin embargo, existen casos en los cuales la fecha en que efectivamente una persona está en incapacidad para trabajar, es diferente a la fecha que indica el dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral; esta última situación se presenta, generalmente, cuando se padecen enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas, en donde la pérdida de capacidad laboral es progresiva, en estos casos las calificaciones de invalidez se determinan generalmente con base en la fecha en la que se presentó el primer síntoma de la enfermedad, o en aquella que señala la historia clínica como de diagnóstico de la enfermedad. Empero, en este tipo de enfermedades dichas calificaciones no corresponden de manera cierta al momento en el que la persona pierde la capacidad laboral de manera permanente y definitiva, tal y como lo exige la normatividad que regula la pensión de invalidez…En consecuencia se genera una desprotección constitucional y legal de las personas con invalidez.

 



Descendiendo al asunto que se decide, se diría, en principio, que las sub-reglas en cita se cumplen, como quiera que el accionante fue calificado con una pérdida de su capacidad laboral superior al 50% y nada se refutó sobre sus afirmaciones de que atraviesa por una difícil situación económica y de salud. Además, porque, a primera vista, se habría desconocido que cotizó 433 semanas y allí debería adquirir valor la condición más beneficiosa con las normas que le resultaran más favorables, incluso el Decreto 758 de 1990.
   



Pero, hay que ver que, como el mismo interesado lo refiere, al 1º de abril de 1994, antes de la vigencia de la ley 100 de 1993, no alcanzó a cotizar las trescientas semanas de que trata la normativa cuya aplicación solicita; solo fueron, como aduce, 257 (f. 10), lo cual deja en evidencia que, aun acudiendo a esa norma, de suyo más favorable, su caso está por fuera de tal previsión. La misma Corporación
, recientemente recordó sobre el particular:

 


De esta manera, con el fin de dar prevalencia a los postulados constitucionales que buscan asegurar el acceso efectivo a la pensión de invalidez, si una persona ha cotizado 300 semanas antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, es decir, antes del 1º de abril de 1994, esta Corporación ha optado por aplicar el régimen establecido en el Decreto 758 de 1990, el cual establecía como requisitos para acceder a la pensión de invalidez: “a) Ser inválido permanente total o inválido permanente absoluto o gran inválido y, b) Haber cotizado para el Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, ciento cincuenta (150) semanas dentro de los seis (6) años anteriores a la fecha del estado de invalidez, o trescientas (300) semanas, en cualquier época, con anterioridad al estado de invalidez.”
 
  


…Así las cosas, para determinar si en el caso concreto es posible no aplicar el régimen vigente, debe constatarse que el accionante haya cotizado 300 semanas antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993.” -Negrillas y subrayas propias-
   



De este recuento salta a la vista que la nutrida jurisprudencia es inaplicable al caso del accionante, pues resulta indiscutible que las cotizaciones reportadas y que pretende que se validen a la luz de las normas a las que acude, no se produjeron en el lapso establecido y ello, de entrada, desvanece sus intenciones.
   



Por tanto, como consecuencia del análisis que antecede, el amparo debe ser negado, y en ese sentido se modificará el fallo de primer grado.

DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, MODIFICA, por las razones aquí expuestas, la sentencia dictada por el  Juzgado Segundo de Familia local, el 30 de noviembre de 2016, en esta acción de tutela promovida por Gustavo Valencia Muñoz contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en el sentido de NEGAR la protección invocada.
  



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS      

   DUBERNEY GRISALES HERRERA
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